En la ciudad de Mar del Plata, a los 7 días del mes de setiembre del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1858-MP1 “GARCÍA COLLINS, JORGE HORACIO G. c. PODER JUDICIAL s. PRETENSIÓN ANULATORIA ”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Mar del Plata desestimó la excepción de inadmisibilidad de la pretensión planteada por la demandada, con costas en el orden causado (arts. 35 ap. 1° inc. “i” y 51 inc. 1° del C.P.C.A.). En consecuencia, ordenó la reanudación del plazo para contestar la demanda, de conformidad con lo previsto por el art. 36 inc. 1° del ritual [v. fs. 65/68].

II. Declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por la accionada a fs. 71/75 contra dicho pronunciamiento y la extemporaneidad de la presentación efectuada por el accionante a fs. 82/88 [cfr. resolución de fs. 91/93, que se encuentra firme –cfr. fs. 105/107 y cédula de fs. 108-], y puestos los Autos al Acuerdo para Sentencia [v. fs. 93 vta., ap 3°], corresponde plantear la siguiente:

CUESTION

¿Es fundado el recurso? 

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. El a quo rechazó la excepción de inadmisibilidad de la pretensión incoada por el Estado Provincial (Poder Judicial), distribuyendo las costas en el orden causado (arts. 35 ap. 1° inc. “i” y 51 inc. 1° del C.P.C.A.). En consecuencia, ordenó la reanudación del plazo para contestar la demanda, de conformidad con lo previsto por el art. 36 inc. 1° del código ritual (C.P.C.A.).

Para así decidir, expuso las siguientes razones:

(a) Que la accionada esgrimió excepción previa de inadmisibilidad de la pretensión –en los términos del art. 35 ap. 1° inc. “i” del C.P.C.A.-, planteando la falta de agotamiento de la vía administrativa y, subsidiariamente, el vencimiento del plazo de caducidad.

(b) Que previo a resolver dicha cuestión resultaba necesario precisar qué tipo de pretensión ha formulado el actor, puesto que tal será la llave para determinar si, en el caso, resultan o no exigibles los recaudos de admisibilidad de la pretensión a los que alude la accionada.

(c) Que, en tal labor, y sin perjuicio de que el actor estructuró su pretensión solicitando la anulación del acto por el cual el Subsecretario de Administración de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires le denegó su reclamo administrativo, en verdad está persiguiendo el reconocimiento del derecho que entiende le asiste a percibir la bonificación especial por cese prevista en el art. 1° del Acuerdo N° 2084 S.C.B.A., ya que lo que habrá que decretarse –allende la validez o invalidez de la decisión impugnada- es si corresponde o no reconocerle el derecho reclamado. Y sólo en el caso de que su pretensión prospere, el acto que desechó su petición en sede administrativa devendrá ilegítimo.

(d) Que ello es así por cuanto el reconocimiento del derecho que se reclama no depende –en la especie- de la validez o invalidez de su rechazo administrativo, lo que permite distinguir al sub lite del campo de las pretensiones impugnativas, donde el éxito de la demanda –o el restablecimiento del derecho perseguido- obedece a la necesaria remoción de la decisión administrativa que perjudica ese derecho, y que se reputa ilegítima.

(e) Que, en consecuencia, incumbe abordar el reclamo actoral como una pretensión de reconocimiento de derechos (art. 12 inc. 2° del C.P.C.A.), proceder que no importa transgredir el principio de congruencia ni afecta el derecho de defensa de las partes.

(f) Que frente al tipo de pretensión postulada los requisitos de admisibilidad impuestos por el art. 14° del ritual (C.P.C.A.) quedan relativizados o ceñidos a casos puntuales, los que no cabe exigir en la especie.

(g) Que aún suponiendo que los mentados requisitos deberían exigirse, mal podría plantearse en el caso la falta de agotamiento de la vía administrativa –o en su caso el vencimiento del plazo de caducidad-, toda vez que la manifestación de la Subsecretaría de Administración de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires (fs. 55 expte. administrativo agregado sin acumular) –impugnada por el actor- no constituye un acto administrativo resolutorio susceptible de proyectar la voluntad institucionalizada del Estado –sino más bien una opinión o dictamen-, a partir del cual puedan ponderarse los requisitos bajo examen.

(h) Que ello es así por cuanto el mentado órgano no tiene atribuida normativamente competencia para resolver los reclamos administrativos formulados ante la Suprema Corte de Justicia, conforme se desprende del texto de la Acordada N° 2133, que regula lo atinente a su organización funcional. En suma, quien debió decidir la petición del actor no era sino el Máximo Tribunal provincial, órgano con competencia para ello.

(i) Que, en consecuencia, no corresponde tener por incumplido el agotamiento de la vía administrativa ni el plazo de caducidad, puesto que dichas exigencias sólo son posibles ante la existencia de una decisión resolutoria, la que no se vislumbra en la especie.

(j) Que si bien podría haberse endilgado al actor la deficiente configuración del silencio administrativo (en los términos del art. 16 del C.P.C.A.), lo cierto es que en el caso no ha mediado ninguna oposición en tales términos, contingencia que obsta a su consideración oficiosa, como bien dispone el art. 31 inc. 2° del C.P.C.A.

2. La accionada apela el pronunciamiento y funda a fs. 71/75.

Aduce, en lo sustancial, los siguientes argumentos:

(a) Que el juez a quo ha alterado indebidamente la pretensión impugnativa formulada por el actor, dirigida concretamente a obtener la anulación de lo dispuesto por la Subsecretaría de Administración de la Suprema Corte de Justicia provincial (con fecha 18-04-2006), órgano que decidió que no correspondía reconocerle al Sr. García Collins el pago de la bonificación especial por cese solicitada.

(b) Que fue el propio demandante quien expresó que su pretensión se entablaba en los términos del art. 12 inc. 1° del C.P.C.A. y que la decisión administrativa impugnada agotaba la vía administrativa (conf. escrito ampliatorio de fs. 27/28). Que, consecuentemente, el juez de grado tuvo por promovida la demanda en los términos del art. 12 inc. 1° del ritual (prov. del 15-12-2006), sin perjuicio de lo que resolvió con posterioridad.

(c) Que la reconducción fue efectuada por el a quo al momento de resolver la excepción incoada –sin previo traslado- y no en la oportunidad del art. 30 del C.P.C.A., violando así el principio de congruencia y el derecho de defensa que asiste a su parte (conf. arts. 18 Const. nac.; 163 inc. 6° del C.P.C.C.).

(d) Que el juez de grado, con su arbitrariedad, ha profesado un trato desigualitario en detrimento de su parte (v. art. 16 Const. nacional), ya que si bien no encontró reparos para aplicar –aunque indebidamente- el principio iura novit curia en beneficio del accionante, consideró luego que no podría seguir idéntico criterio para adecuar la excepción opuesta por el Estado Provincial –por la de defectuosa configuración del silencio de la Administración-, atento que los efectos de la preclusión impedían avanzar oficiosamente sobre dicha cuestión (conf. art. 31 del C.P.C.A.).

(e) Que, amén de lo expuesto, no menos desacertada resulta la tesitura propuesta por el a quo en cuanto a que no correspondía tener por incumplido el agotamiento de la vía administrativa, pues dicha exigencia solo sería posible ante la existencia de un acto resolutorio, el que en la especie no acontece. Tal hermenéutica tornaría inoperante la exigencia de agotar la instancia administrativa contemplada en el art. 14 del C.P.C.A., lo que implica lisa y llanamente su derogación, ya que bastaría con que el administrado simplemente presentara su reclamo en sede administrativa, para ya tener expedita la vía judicial, estando pendiente su resolución por el órgano competente. En fin, resulta imposible considerar dicha solución como jurídicamente admisible, ya que, de prosperar tales lineamientos, se confirmaría una afrenta a nuestra forma republicana de gobierno, una injerencia indebida en las atribuciones inherentes al legislador.

(f) Que, con todo, la Subsecretaría de Administración de la Suprema Corte de Justicia carecía de competencia resolutoria final a los fines de resolver el reclamo administrativo incoado por el demandante, circunstancia que conduce a concluir que el correcto agotamiento de la vía administrativa exigía que el actor prosiguiera con dicha instancia hasta obtener una resolución emanada por el órgano con competencia final en la materia, la que reside indiscutiblemente en el Máximo Tribunal Provincial.

Hace la reserva del Caso Federal (art. 14 de la ley 48) y solicita, por lo expuesto, la revocación de lo decidido.

II. La respuesta afirmativa se impone.

1. El magistrado de grado desestimó la excepción previa de inadmisibilidad de la pretensión interpuesta por el Estado Provincial a fs. 53/55, por la que se procuraba el rechazo de la acción con sustento en: i) la falta de agotamiento de la vía administrativa (cfr. art. 14 inc. 1° ap. “a” del C.P.C.A. -atento que la decisión impugnada no provenía de la autoridad con competencia resolutoria final-) o, subsidiariamente, ii) el vencimiento del plazo de caducidad para deducir la pretensión judicial (art. 18 del C.P.C.A.).

Para así decidir consideró, en primer orden, que sin perjuicio de que el actor –ex magistrado del Poder Judicial- había edificado su pretensión solicitando la anulación del acto del Subsecretario de Administración de la Suprema Corte de Justicia provincial (del 18-04-2006), denegatorio del reclamo administrativo impetrado ante el Supremo Tribunal local (Expte. N° 3003-547/06), su verdadera intención no era otra que la de hacerse acreedor de la retribución especial por cese prevista en el art. 1° del Acuerdo N° 2084 (S.C.B.A.), lo que permitía encuadrar a su pretensión como de reconocimiento de derechos (conf. art. 12 inc. 2° del C.P.C.A.) –allende la validez o invalidez del acto impugnado-, resorte procesal frente al cual los requisitos de admisibilidad reglados en el código ritual –en su visión- no resultaban exigibles.

Concluyó, para más, que aunque suponiendo que los mentados presupuestos resultaran exigibles, mal podría plantearse en el caso la falta de agotamiento de la instancia administrativa –o el vencimiento del plazo de caducidad-, en tanto la “manifestación” (sic) del Sr. Subsecretario impugnada por el demandante no constituía un acto administrativo susceptible de proyectar la voluntad institucionalizada del Estado –sino más bien una opinión o dictamen- (al emanar de una autoridad sin competencia para decidir), por lo que, ante la ausencia de una decisión resolutoria, no podrían ponderarse –ni mucho menos exigirse- los requisitos en cuestión.

2. La solución propuesta por el juez de grado importa vaciar de contenido el plexo de normas y requisitos que, en materia de agotamiento de la vía administrativa y plazos para deducir la acción, han sido establecidos para cierto tipo de pretensiones, como la postulada en la especie, por razones de seguridad jurídica y a fin de la constitución válida de la relación jurídico procesal (conf. Perrino, Pablo “El régimen del agotamiento de la vía administrativa en la Provincia de Buenos Aires”, en Obra Colectiva “El nuevo proceso contencioso administrativo de la Provincia de Bs. As.”, Librería Ed. Platense, 2da. Edición ampliada, 2004, pág. 301 y ccds.). Veamos:

a. Lo primero que salta a la vista de la resolución en crisis, es que el magistrado a quo alteró oficiosamente el objeto procesal del litigio, transmutando el planteo anulatorio formulado por el actor (art. 12 inc. 1° del C.P.C.A.) en una pretensión autónoma de reconocimiento de derechos (art. 12 inc. 2° C.P.C.A.), desentendiéndose –así- de la presencia de aquella decisión denegatoria impugnada como base de la acción (del Subsecretario de Administración de la Suprema Corte de Justicia provincial), sobre la cual la accionada, en franca réplica al ataque actoral, había proyectado su defensa de inadmisibilidad en los términos del art. 35 inc. 1° ap. “i” del C.P.C.A. [v. fs. 53/55].

Tal proceder da cuenta de una desmesurada aplicación de la regla iura novit curia (doct. esta Cámara causa C-1755-AZ1 “Lardapide”, sent. de 13-VII-2010 –a contrario sensu-), puesto que, de un lado, nada justificaba en el caso apelar al auxilio de dicha herramienta procesal, máxime cuando el alcance de la pretensión había sido detallado con claridad y precisión por el interesado (cfr. art. 27 inc. 7° del C.P.C.A.) y, del otro, ya que la calificación actuada por el iudicante ha tergiversado inequívocamente la naturaleza de la acción impetrada, actuación que resulta vedada por el Superior Tribunal Provincial (cfr. doct. S.C.B.A. causa L. 90.465 “Garrido”, sent. del 19-VIII-2009).

El encuadramiento jurídico impulsado por el a quo, contrapuesto con la esencia dispositiva que campea en este tipo de procesos (arg. arts. 34 inc. 4°, 161 y 163 inc. 6° del C.P.C.C.), infringe el derecho constitucional de defensa de la contraria (v. art. 18 Const. Nac.), al haberse apartado injustificadamente –mejorando la posición del actor- del régimen normativo vigente que, en materia de admisibilidad formal de la instancia contencioso administrativa, debe aplicarse a las pretensiones como la deducida en el sub iudice (conf. arts. 12 inc. 1°, 14, 18, 35 y ccds. del C.P.C.A.).

Mal no viene recordar que el accionante (Dr. Jorge García Collins), por expreso requerimiento del juez de la causa [fs. 26], delimitó en su escrito ampliatorio de fs. 27/28 [6-12-2006] los alcances de su pretensión, manifestando, puntualmente, que aquélla se enderezaba a obtener la anulación judicial del acto administrativo denegatorio emanado del Subsecretario de Administración de la Suprema Corte de Justicia provincial (de fecha 18-04-2006), decisión que –en su opinión- agotaba la instancia administrativa, dejando expedita la acción judicial (conf. fs. 27 vta. quinto párrafo). Con dicha dirección –y no otra- estructuró su demanda administrativa, la que se tuvo por promovida en los términos del art. 12 inc. 1° del C.P.C.A. [v. fs. 29 ap. 2°, prov. del 15-12-2006], encuadre a la luz del cual, a la postre, se dispuso el traslado de la acción [v. fs. 40, prov. del 10-04-2007].

Posteriormente, en ocasión de abordar el estudio de la excepción opuesta [fs. 65/68], el juzgador soslayó deliberadamente –pues así lo expuso- la consideración formal del pedimento anulatorio instado por el demandante, dispensándolo así del cumplimiento de las cargas inherentes a este tipo de reclamos, imperativamente regladas por el código ritual (v. arts. 14 y 18 del C.P.C.A.).

La lectura así predicada por el magistrado de la instancia traduce un trato desigualitario lesivo del orden constitucional (art. 16 Const. Nac.), por cuanto ha alterado el equilibrio procesal de la litis en desmedro de la parte accionada (en el caso, el Estado Provincial) quien, siendo demandado en los términos del art. 12 inc. 1° del C.P.C.A., opuso al progreso de la acción las defensas formales que entendió acordes con el tipo de pretensión que se le había cursado (art. 12 inc. 1° del C.P.C.A.) y, mínimamente, esperaba un pronunciamiento congruente con tal esquema controversial (art. 34 inc. 4° del C.P.C.C.; art. 77 del C.P.C.C.).

Sin desconocer que la intención final del reclamante es que la judicatura reconozca su derecho a percibir la retribución especial por cese prevista en el art. 1° del Acuerdo 2084 S.C.B.A. –lo cual constituye, en sí, un supuesto susceptible de ser enmarcado en las previsiones del art. 12 inc. 2° del C.P.C.A.-, no es menos cierto que tal pretensión hállase en la especie indisolublemente vinculada con la de anulación del acto administrativo que, en la instancia previa, rechazó su reclamo prestacional (art. 12 inc. 1° C.P.C.A.). Ante tal configuración del caso, mal podría evaluarse aisladamente la admisibilidad formal de la pretensión de reconocimiento prevista en el art. 12 inc. 2° del ritual, en la medida que el pedimento anulatorio es presupuesto de aquélla, y no a la inversa como se propone en la resolución en crisis (doct. esta Cámara causa G-1190-MP1 “Fuentes”, sent. de 11-VI-2009).

Con tal posición, me enrolo con quienes postulan que el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad previstos en los arts. 14° y 18° del C.P.C.A. resultará plenamente exigible cuando –no mediando ninguna de las excepciones reconocidas- el pedido de reconocimiento del derecho del administrado se incardine –como aquí acontece- en el contexto de un planteo asociado a la discusión sobre la legitimidad de un acto administrativo. Tal conclusión, además, parece congruente con la idea expresada en el art. 18 inc. “d” del C.P.C.A., en cuanto determina que el comienzo del plazo de caducidad en las pretensiones de reconocimiento de derechos (del art. 12 inc. 2°) es el día siguiente al de la fecha de notificación del acto definitivo que agota la vía administrativa (conf. Soria, Daniel Fernando “Aspectos básicos de las pretensiones en el Código Procesal Administrativo de la Provincia de Bs. As.”, en “El nuevo proceso contencioso administrativo…”, cit., pág. 176, 178 y ccds.).

Y aunque pudiera no mediar una impugnación expresa y directa del accionante en los términos del art. 12 inc. 1° del C.P.C.A., de haber mediado una previa decisión administrativa que guarde íntima relación con la cuestión de fondo sometida a juzgamiento (reconocimiento o restablecimiento de derecho), la condición de aquel acto resolutorio (meramente definitivo versus definitivo final, o consentido versus que no haya adquirido firmeza) debe ser ineludiblemente sopesada para sortear con éxito o no los recaudos formales de admisibilidad, de manera previa al examen de fundabilidad de la pretensión (doct. S.C.B.A. causa B. 62.879 “Obras Sanitarias Mar del Plata Sociedad del Estado”, res. del 17-IX-2008).

Entiendo que tal intelección es la que mejor se aviene con los principios elementales de la materia, debiendo desecharse por completo la predicada por el a quo, por cuanto sería inaceptable concebir un examen de admisibilidad de la pretensión aislado, que coloque en un segundo plano –o más bien reste toda virtualidad- a la decisión administrativa que brindó respuesta en aquella sede a la cuestión de fondo planteada por el propio interesado.

Dicho razonamiento podría derivar en soluciones que no dudaría en tildar de absurdas, tales como:

(i) erradicar el requisito del tránsito previo por las instancias administrativas, cuando ello es una exigencia procesal receptada expresamente por nuestro texto constitucional local (v. art. 166 Const. Pcial.) -si bien bajo ciertos límites (arg. art. 15 Const. Pcial.)-, y que cobra real importancia en aquellos supuestos en los que, como el de autos, se hace necesario para dar satisfacción al requisito constitucional del “caso” o controversia (v. art. 166 Const. Pcial.; arg. arts. 116 y 117 Const. Nacional), a fin de que exista una verdadera situación litigiosa que brinde sentido al proceso, evitando que la jurisdicción entienda en controversias prematuras, donde los agravios sean meramente aparentes, por potenciales o conjeturales (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 330:3777, 329:3872 entre ots.);

(ii) privar de todo valor jurídico a la actividad desplegada en el seno de la Administración, en especial a aquellas decisiones que, por haber adquirido firmeza en dicha sede, gozarían de un status de inmutabilidad tal que, en aras de la seguridad que debe imperar en el ámbito de las relaciones jurídico públicas (arg. doct. S.C.B.A. causa B. 59.893 “Sganga”, sent. de 25-VI-2008), no podrían ser discutidas en la instancia jurisdiccional (arg. doct. esta Cámara causa C-1755-AZ1 “Lardapide”, ya citada).

b. Bajo los lineamientos expuestos, corresponderá analizar la procedencia de la excepción de inadmisibilidad de la pretensión esgrimida por la accionada (cfr. art. 35 inc. 1° ap. “i” del C.P.C.A.), aunque previamente invalidando la argumentación que –para mayor abundamiento- expusiera el a quo, en cuanto sostuvo que la “… manifestación…” del Subsecretario de Administración de la Suprema Corte de Justicia –impugnada por el actor- no constituía técnicamente un acto administrativo resolutorio pasible de comprometer la voluntad del Estado –al carecer de competencia para decidir- respecto del cual pudieran ponderarse los recaudos de admisibilidad de la pretensión incoada, denunciados como incumplidos en el escrito de la excepción.

i) La calidad de definitivo (vgr. resolutorio o conclusivo) atribuible al acto administrativo alude a la aptitud que éste posee para decidir o terminar, por vía directa o indirecta, la cuestión principal en debate y generar efectos lesivos para el interesado en el procedimiento. De las variadas formas con que la Administración puede resolver una petición, un recurso o un reclamo, cuando concurre una denegación formal y concreta al reconocimiento del derecho o interés gestionado, media un obrar administrativo que opera per se la creación, alteración o extinción de situaciones jurídicas principales, o no incidentales, y abre paso  –previo agotamiento de la instancia administrativa, si correspondiere- a la carga de la impugnación procesal (arg. doct. S.C.B.A. causa B. 51.812 “Empresa Argentina de Construcciones Públicas”, sent. de 21-XII-2005; cfr. doct. esta Cámara causa G-1122-MP1 “Viña”, sent. de 19-V-2009).

Desde tal mirador, mal podría proclamarse que la decisión impugnada por el actor no constituya un acto administrativo definitivo susceptible de proyectar la voluntad institucionalizada del Estado Provincial (arg. doct. S.C.B.A. causas B. 52.174 “Mreued”, sent. del 22-XI-2006; B. 60.407 “Barraza”, sent. de 23-V-2007), puesto que ello importaría tanto como desconocer los conceptos –ut supra descriptos- acuñados por la casación local.

Tal como surge de las actuaciones administrativas acompañadas sin acumular a esta causa (Expte. N° 3.003-000547/06), el aquí demandante (Dr. Jorge Gabriel García Collins) formuló –por apoderado- reclamo administrativo ante la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, solicitando –en su carácter de ex magistrado del Poder Judicial local- el pago de la bonificación especial por cese prevista en el art. 1° del Acuerdo 2084 –S.C.B.A.- (v. fs. 1 expte. citado; pres. del 17-03-2006). Aquella petición fue expresamente denegada por el Señor Subsecretario de Administración del Supremo Tribunal provincial, mediante acto de fecha 18-04-2006, por el que se le comunicó que, a tenor de lo normado en el art. 4° del Acuerdo 2084, la bonificación pretendida no podría tener cabida, toda vez que el peticionante había sido destituido del Poder Judicial por sentencia condenatoria firme del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados [v. fs. 55]. Notificada que fue con fecha 27-04-2006 [cfr. fs. 59], dicha decisión administrativa fue controvertida judicialmente por el accionante [fs. 19/25 de autos, 06-11-2006], por conducto de la pretensión anulatoria (art. 12 inc. 1° del C.P.C.A.), al entender que lo resuelto por el Sr. Subsecretario de Administración causaba estado, es decir, agotaba la instancia liminar [v. fs. 27 vta.].

Tal panorama es suficiente para corroborar que la actuación impugnada por el demandante dista mucho de constituir un acto preparatorio de la voluntad administrativa, susceptible de ser catalogado como una mera opinión o dictamen (como así entendiera el a quo). Muy por el contrario, observo en ella la configuración de un genuino acto administrativo de sustancia definitiva, por cuanto ha zanjado la cuestión de fondo, denegando concretamente el derecho de naturaleza pública cuyo reconocimiento perseguía el interesado, verdadero destinatario del acto y, por tanto, receptor de los efectos y consecuencias jurídicas –en el caso lesivos- que dimanan de él.

Allende los cuestionamientos que pudieran girar en torno a su validez, extraños a este momento procesal, aquella decisión –a tenor de los caracteres enunciados- resulta suficiente para configurar un obrar imputable al Estado Provincial (Suprema Corte de Justicia en el marco de prerrogativas materialmente administrativas, en tanto la dependencia que lo emite se engarza en su estructura orgánica), acto a partir del cual incumbirá evaluar, por haber sido impugnado judicialmente, si el actor ha cumplido –o incumplido- los recaudos de admisibilidad impuestos por el ritual (arts. 14, 18 y ccds. del C.P.C.A.).

De allí que corresponda desechar la argumentación del juez a quo, en cuanto expuso que la “manifestación” impugnada por el accionante no podía ser concebida como un acto administrativo –por adolecer de un vicio en su competencia-, habida cuenta que había sido dictada por un órgano que carecía de atribuciones para decidir (vg. Subsecretario de Administración de la Suprema Corte de Justicia). Razonar del modo enunciado importa afiliarse a la equivocada premisa de confundir dos nociones distintas, cuales son la de existencia –que puede ser viciada o no- del acto, por un lado, con la de validez –o invalidez- del acto administrativo, por el otro, aspecto este último que, por versar sobre la cuestión sustancial del litigio, sólo podría haber sido evaluado en la oportunidad de dictar sentencia (art. 50 del C.P.C.A.).

ii) Sentado lo anterior, resta entonces definir –dando ya tratamiento a la excepción opuesta- si el acto administrativo definitivo dictado por el Subsecretario de Administración de la S.C.B.A. –atacado por el actor- tenía virtualidad para agotar la vía administrativa y, así, dejar expedita la instancia judicial.

Ello por cuanto la calidad de definitivo de un acto no importa per se la habilitación de la instancia judicial de reclamación si dicho acto no es de aquellos que provienen “de la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final” o, en su caso, del “órgano con competencia delegada” (doct. S.C.B.A. causa B. 59.966 “Sisevich”, sent. del 11-IV-2007), únicas decisiones que, en el esquema del C.P.C.A., detentan la virtualidad de causar estado (arg. art. 14 inc. 1° “a” del C.P.C.A.).

Como bien señala el Supremo Tribunal, la expedición de un acto definitivo o equiparable motoriza las cargas impugnativas asociadas al carácter ejecutorio y a la presunción de validez que, como tales, dichas decisiones administrativas poseen (argto. arts. 103, 110 y concs., dec. ley 7647/1970; causas B. 50.087, "Playa Grande", sent. del 8-IX-1992, "Acuerdos y Sentencias", 1992-III-373; B. 51.667, "Terreri", sent. del 2-IX-1997; B. 57.150, "Humbertmann", sent. de 6-IV-1999, "D.J.B.A.", 156-243; B. 55.353, "Cobos", sent. de 21-VI-2000), en orden al acceso a la ulterior instancia judicial, si la decisión en cuestión no emana de los órganos definidos por el indicado art. 14 inciso 1°, ap. “a” del C.P.C.A.

De tal suerte, si concurre una denegación del reclamo incoado, mediante un acto formal adverso a las postulaciones del interesado, emanado de una autoridad jerárquicamente inferior a las arriba señaladas, que no haya sido tempestiva y debidamente recurrida por el afectado (en sede administrativa, para así causar estado), la pretensión judicial posterior poseerá una falencia que -en principio- conspirará contra su admisibilidad. En tan específica circunstancia, ni la reedición del pedimento en sede administrativa o judicial, -salvo los supuestos de la revisión (conf. art. 112 del dec. ley 7647/1970)-, ni el tratamiento de las denuncias de ilegitimidad (v. art. 74, dec. ley cit.), permitirán sortear el valladar de los arts. 14 inc. 1° ap. “a” y 35 inc. 1° apartado “i” de la ley 12.008 (C.P.C.A.), en función del cual deviene aplicable el criterio de la Suprema Corte provincial contrario a la viabilidad de las pretensiones enderezadas a cuestionar actos firmes o consentidos en sede administrativa por el interesado (S.C.B.A. causas B. 55.489, "Sanabria", sent. del 29-XII-2003; B. 57.375, "Cimacvial S.A. 23-VII-2008, del voto del doctor Soria; argto. doct. esta Cámara causa G-1122-MP1 “Viña”, citada).

Tal esquema impone, entonces, descifrar si en la especie el acto administrativo –aunque definitivo porque denegó el reclamo del actor- emanó de alguno de los órganos definidos por el indicado art. 14 inciso 1°, ap. “a” del C.P.C.A. -en cuyo caso, el agotamiento de la vía administrativa no sería exigible- o si, por el contrario, fue dictado por quien no tiene competencia resolutoria final.

Y, en tal labor, debo señalar que lo resuelto por la Subsecretaría de Administración de la S.C.B.A. (acto del 14-04-2006), aunque acto definitivo, no revestía la condición de final, careciendo de aptitud para agotar la instancia administrativa, atento que ni de la reglamentación que regula la esfera de actuación de aquella dependencia (Acuerdo 2133 S.C.B.A.), ni de la que prevé la bonificación especial por cese para ex agentes del Poder Judicial (Acuerdo N° 2084 S.C.B.A.), surge patente la delegación de competencia resolutoria final en materia de reclamos prestacionales como el pretendido en la especie.

Siendo ello así, la autoridad con competencia resolutoria final en el reclamo del actor no era otra que nuestro Superior Tribunal Provincial (S.C.B.A.), en tanto cabeza del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires (art. 160 Const. Pcial.; arts. 1°, 27, 32 inc. “a” y ccds. de la ley 5827) y titular de su cometido administrativo de superintendencia (arg. doct. S.C.B.A. causa B. 50.296 “Stemphelet”, sent. de 12-III-1996; B. 49.753 “Ambrossio”, sent. del 2-XII-1997; I. 1298 “Pozzi”, sent. de 12-V-1998; B. 58.798 “Rigol”, sent. del 7-IV-2010).

Empero, su intervención no fue instada mediante la interposición del correspondiente recurso jerárquico (arg. art. 92 y ccds. del dec. ley 7647/70), lo que me lleva a concluir que –al haber operado el vencimiento de los plazos para deducir dicho embate- la decisión del Señor Subsecretario de Administración [fs. 55 Expte. adm. N° 3.003-000547/06; de fecha 18-04-2006] devino firme y consentida en sede administrativa, lo que tiñe de la más absoluta inadmisibilidad a la pretensión que el Dr. García Collins ha incoado en la instancia judicial (arg. arts. 14 inc. 1° ap. “a” y art. 35 inc. 1° ap. “i” del C.P.C.A.).

III. Si lo expuesto es compartido, he de proponer al Acuerdo hacer lugar al recurso de apelación incoado por la accionada, revocar el pronunciamiento atacado y, consecuentemente, declarar la inadmisibilidad formal de la pretensión en concordancia con lo dispuesto en los arts. 14 inciso 1° ap. “a”, 18 inc. “d” y 35 inc. 1° ap. “i” del  C.P.C.A. Las costas de ambas instancias se deberían distribuir en el orden causado, a la luz de lo dispuesto por el art. 51 inc. 1° del ritual.

Voto, entonces, por la afirmativa.

Los señores Jueces doctor Riccitelli y doctora Sardo, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora, votan a la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación incoado por la accionada a fs. 71/75, y en consecuencia, revocar el pronunciamiento atacado y declarar la inadmisibilidad formal de la pretensión de conformidad con lo dispuesto en los arts. 14 inciso 1° ap. “a”; 18 inc. “d”; 35 inc. 1° ap. “i”, todos del C.P.C.A. Las costas de ambas instancias se distribuyen en el orden causado (art. 51 inciso 1° del C.P.C.A.).

2. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del Decreto ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y, fecho, devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
